ANEXO I

Relación y descripción de iniciativas de ley que buscan atender el anonimato y seguridad de los denunciantes

· El 11 de abril de 2002, Luis Miguel Barbosa Huerta, integrante del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Democrático (PRD) presentó una iniciativa ante la Cámara de Diputados para expedir la “Ley Federal de Protección a Informantes de Actos de Corrupción”
.  La Ley no fue aprobada. 

      La iniciativa buscaba
:

· “Combatir la corrupción;

· Proteger a las personas que denuncian actos de corrupción, acerándoles medios eficientes para evitar represalias formales e informales de mafias afectadas por la delación, o bien, propiciando en su favor un fácil acceso a la justicia para resarcirles cualquier daño que sufran;

· Definir con precisión los términos testigo protegido;

· Prever que antes de consentir en la revelación de su identidad, el denunciante podrá solicitar que la entidad pública lo incluya como testigo protegido en un programa de protección de identidad, que para guarda de su integridad física y de sus bienes y la de las personas vinculadas con él;  

· Brindar a los testigos protegidos los derechos de no utilizarse la información revelada hasta en tanto no se decida su aceptación en el programa de protección de identidad.”
· El 11 de abril de 2002, la coordinadora general jurídica de la UEDO, María Concepción Cruz Gómez, declaró que era necesario llevar a cabo modificaciones a la LFCDO para enmendar las lagunas legales existentes, especialmente en el programa de testigos protegidos, en el que se pueda considerar el cambio de identidad.
  Poco después, el 29 de enero de 2003 se presentó un proyecto de decreto para adicionar el capítulo 6 bis a dicha Ley con el objeto de implementar un programa de protección de identidad.
  Este programa hubiera permitido el cambio de la identidad, entre otros. 
· El 11 de diciembre de 2003, el Ejecutivo Federal envió al Senado de la República una propuesta para expedir la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos y reformar la LFRASP, entre otros, con el objeto de crear un “nuevo sistema jurídico.”
  Entre estas acciones, cabe resaltar el artículo 12 de la Ley Federal de Justicia Administrativa de los Servidores Públicos, que hubiera contemplado nuevas medidas para la protección de denunciantes, a saber
:
“La Secretaría, la contraloría interna o el titular del área de quejas realizará las acciones conducentes para verificar que los trámites o servicios solicitados a las dependencias o entidades, no sean suspendidos u obstaculizados por virtud de las quejas o denuncias presentadas.
El Titular de la dependencia o entidad de que se trate, tomará las medidas que correspondan, con el objeto de asegurar que las condiciones laborales del servidor público quejoso o denunciante se conserven sin detrimento alguno.

La Secretaría, la contraloría interna, el titular del área de quejas y el Titular de la dependencia o entidad, durante la investigación, deberán guardar reserva respecto de la identidad del quejoso o denunciante, en aquellos casos en que se pueda poner en peligro su persona, a su cónyuge, concubina o concubinario y parientes hasta el cuarto grado.”

· El 22 de abril de 2004, el diputado, Hugo Rodríguez Díaz, del Partido Revolucionario Institucional (PRI) presentó una iniciativa ante la Cámara de Diputados para modificar el CFPP y la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.
  

La iniciativa tenía como objetivos:

· “Proteger en caso de ser amenazado, a todo testigo o servidor público del ramo policial federal; de cualquier agencia del Ministerio Público de la Federación; de juzgados, tribunales o salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por cualquiera de las partes en las causas en que se encuentren implicados, de tal forma que dicha amenaza traiga como consecuencia que el servidor público dicte un acuerdo o resolución influida, obligada o forzada a dictaminar cualquier acuerdo o resolución que se encuentre fuera de la Ley. 

· Responsabilizar al Ejecutivo Federal para que emita el Reglamento de Protección de Testigos y Servidores Públicos Amenazados por Cualquiera de las Partes en las Causas en que se Encuentren Implicados. 

· Encargar al Ejecutivo Federal por vía de la PGR o de la Secretaría de Seguridad Pública la protección de testigos y funcionarios.

· Establecer la obligación de la Secretaría de Seguridad Pública de darle despacho a la protección de testigos y servidores públicos amenazados por las partes en las causas en que se encuentren implicados en asuntos de materia penal, así como las demás que le atribuyan expresamente leyes y reglamentos.”

· El Informe Final del Grupo de Trabajo sobre Cohecho del OCDE, publicado en septiembre de 2004, reconoció la necesidad del Gobierno Mexicano de legislar en materia de protección a denunciantes de corrupción.  
· El 25 de noviembre de 2004 se presentó un proyecto de decreto para reformar el artículo 20 de la CPEUM.
  El propósito era garantizar la protección y confidencialidad de los datos sensibles de la víctima u ofendido, así como la de los testigos que tuvieran intervención en los procesos que se sigan ante el Ministerio Público o los tribunales.   

· En septiembre de 2005, el titular de la SFP, Eduardo Romero Ramos, planteó a la Cámara de Diputados promover reformas jurídicas que permitan la incorporación de “testigos protegidos” durante los etapas de detección y sanción de conductas irregulares cometidas por servidores públicos.
   

· El 9 de agosto de 2006, la diputada Cristina Portillo Ayala del PRD impulsó la adición de un Capítulo X al Título Sexto de CFPP en materia de protección de testigos y peritos.
 La propuesta de la iniciativa consistió en: 

· Establecer normas para preservar la identidad de los testigos y peritos.  

· Proporcionar la protección necesaria, a cargo de los servicios de seguridad pública.

· En el caso de que sea necesario y con su consentimiento, trasladar al sujeto protegido a 

      cualquier ubicación nacional o internacional como lugar de residencia permanente o   

             transitoria.

· Suministrar los recursos materiales necesarios para cubrir los gastos de subsistencia 

      corrientes, así como todo el respaldo necesario para que las personas protegidas    

      encuentren nuevo empleo, incluso brindándoles asistencia para su capacitación y   

      colocación.
� http://gaceta.diputados.gob.mx/Gaceta/58/2002/abr/20020412.html#Ini20020412BArbosa


� http://www.camaradediputados.gob.mx/servicios/datorele/cmprtvs/iniciativas/Inic/497/1.htm


� http://www.jornada.unam.mx/2002/04/12/055n2soc.php?origen=soc-jus.html


� Este proyecto lo presentó el diputado arriba mencionado, Luis Miguel Barbosa Huerta.  El proyecto está disponible en:  http://diputados.pan.org.mx/web/pan/hoycam/despliega.asp?id=365111


� http://www.funcionpublica.gob.mx/salaprensa/comunicados/2003/diciembre/BOL048-2003.doc


� http://www.senado.gob.mx/gaceta.php?&lg=59&lk=30/2_ejecutivo/iniciativa_justicia_administrativa_p.htm


� http://archivos.diputados.gob.mx/servicios/datorele/LIX_LEG/2PO1A/abril_22/4.htm


� http://www.senado.gob.mx/comunicacion/content/boletines/2004/b25noviembre.php


� http://www.funcionpublica.gob.mx/salaprensa/comunicados/2005/sept/BOL-046-05.doc


� � HYPERLINK "http://www.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/?sesion=2006/08/09/1&documento=33" ��http://www.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/?sesion=2006/08/09/1&documento=33�





